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INTRODUCCIÓN: 

Vamos a desarrollar en este libro temario los 10 temas en la parte común y 37 temas en la parte especifica 
solicitados en las oposiciones convocadas por el concejal competente en Economía y Planificación Estratégica, 
por delegación de la Junta de Gobierno Local, de fecha 30 de agosto de 2024, resolvió autorizar la convocatoria 
al proceso de selección para cubrir 13 plazas de administrativo (subgrupo C1) de la escala de Administración 
General, subescala administrativa, C.E. 24/9, del Ayuntamiento de la Coruña. 

El temario es el siguiente: 

PARTE COMÚN 

TEMA 1. Constitución Española de 1978. Estructura. Principios constitucionales: el Estado Social y Democrático 
de Derecho. Los valores superiores en la Constitución Española. Título preliminar. Derechos y deberes 
fundamentales, sus garantías y suspensión. Reforma constitucional. 

TEMA 2. Gobierno: Composición y funciones. Las Cortes Generales. Relaciones entre el Gobierno y las Cortes 
Generales. Órganos de control constitucional: el Tribunal de Cuentas y el Defensor del Pueblo. 

TEMA 3. La Constitución Española. Los principios rectores de la política social y económica. Economía y Finanzas. 
El modelo económico en la Constitución Española. El Poder Judicial. El Tribunal Constitucional. La organización 
territorial del Estado. 

Régimen de competencias: sistema de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas: competencias exclusivas, compartidas, concurrentes, de desarrollo y de ejecución. 

TEMA 4. El Estatuto de Autonomía de Galicia: estructura y procedimiento de reforma. Título preliminar. Poder 
gallego: el Parlamento. La Xunta y su Presidente. La Administración de Justicia en Galicia. Las competencias de 
Galicia. El Defensor del Pueblo. La Junta de Auditores. 

TEMA 5. Las fuentes del ordenamiento jurídico. Articulación del sistema fuente: principio de jerarquía y 
competencia. La ley y las normas con rango de ley: concepto y clases; Tipos, preparación y aprobación. Tratados 
internacionales y derecho de la Unión Europea. Las relaciones entre el sistema estatal y los sistemas regionales. 

TEMA 6. La Unión Europea. El Consejo Europeo, el Consejo, la Comisión Europea, el Parlamento Europeo, el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea: composición, competencias y funcionamiento. El Congreso de Poderes 
Locales y Regionales de Europa. 

TEMA 7.- Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local y Ley 5/1997, de 22 de julio, de 
Administración Local de Galicia. Disposiciones generales. El municipio: Territorio. Competencias. Regímenes 
municipales especiales. La provincia. Otras entidades locales: Áreas metropolitanas. Asociaciones de municipios. 
Consorcios locales. Entidades locales más pequeñas. Las agrupaciones de municipios. La Federación Española de 
Municipios y Provincias y la Federación Gallega de Municipios y Provincias. 

TEMA 8.- Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos 
digitales. Disposiciones generales. Principios de protección de datos. Derechos de las personas. Responsable y 
encargado del tratamiento de datos. Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno: Transparencia de la actividad pública. 

TEMA 9.- Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales. Propósito, alcance y definiciones. 
Derechos y obligaciones. Servicios de prevención. Consulta y participación de los trabajadores. 



TEMARIO 13 ADMINISTRATIVO C1 AYUNTAMIENTO DE LA CORUÑA (3ª PARTE) 4 

TEMA 10.- Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres: Objeto y 
ámbito de aplicación de la ley. El principio de igualdad y protección contra la discriminación. Políticas públicas 
para la igualdad. 

Ley 7/2023, de 30 de noviembre, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres en Galicia: Igualdad de 
condiciones en el empleo en la Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia y en el sector 
público autonómico. 

PARTE ESPECÍFICA 

TEMA 1.- Administración Pública y Derecho. El principio de legalidad en la Administración. Poderes 
administrativos. 

Poderes regulados y discrecionales: discreción y conceptos jurídicos indeterminados. Límites de la discreción. 
Control judicial de la discreción. La desviación del poder. 

TEMA 2. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas. Disposiciones generales. Aquellos interesados en el procedimiento. La actividad de las 
Administraciones Públicas: reglas generales de actuación. Términos y plazos. 

TEMA 3.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas. Actos administrativos: concepto, elementos, clases. Forma, motivación. Eficacia: el principio de 
autoprotección declarativa. Nulidad y anulabilidad. La revisión de los actos en vía administrativa: revisión de 
oficio. La declaración de lesividad de los actos anulables. Recursos administrativos. 

TEMA 4.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas. Disposiciones sobre el procedimiento administrativo común: Garantías procesales. Iniciación. Orden. 
Instrucción. 

TEMA 5.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas. Disposiciones sobre el procedimiento administrativo común: Finalización. Ejecución. La tramitación 
simplificada del procedimiento administrativo común. 

TEMA 6.- Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público. De los órganos de las 
Administraciones Públicas: órganos administrativos, competencias, órganos colegiados, abstención y recusación. 
Los convenios. 

TEMA 7.- Ordenanza reguladora de la administración digital en el Ayuntamiento de A Coruña: Derechos y 
deberes de los ciudadanos en relación con la administración digital. Red de soporte a la administración digital. 
Notificaciones. Intercambio, interoperabilidad y acceso a datos y documentos. Servicios digitales. 

TEMA 8.- Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Su naturaleza, extensión y límites. Órganos jurisdiccionales y 
sus competencias. Las partes: legitimación. Objeto del recurso contencioso-administrativo. Causas de 
inadmisibilidad 

TEMA 9.- Poder sancionador: Concepto y significado. Principios del ejercicio de la potestad sancionadora. 
Sanciones administrativas: concepto, naturaleza y tipos. El procedimiento sancionador. La autoridad 
sancionadora local. 

TEMA 10.- La responsabilidad de la Administración Pública: características. Daños indemnizables. La acción de la 
responsabilidad. Especialidades del procedimiento administrativo en materia de responsabilidad. La 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. La responsabilidad patrimonial de las autoridades 
y del personal al servicio de las Administraciones Públicas. 
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TEMA 11.- El patrimonio de las Administraciones Públicas. Los activos de las entidades locales. Normativa 
aplicable. Clases. Bienes de dominio público. Bienes patrimoniales. Inventario de bienes. El dominio público: 
concepto y naturaleza. Clasificaciones. Régimen jurídico del dominio público: inalienabilidad, inembargabilidad, 
imprescriptibilidad. Utilización de bienes de dominio público: régimen general de autorizaciones y concesiones 
estatales. 

TEMA 12.- Contratos del sector público: Directivas europeas en materia de contratación pública. Objeto y 
ámbito de aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público. Delimitación de tipos contractuales. Contratos 
sujetos a regulación armonizada. Contratos administrativos y contratos privados. Contratos menores. 

TEMA 13.- Disposiciones generales sobre contratación en el sector público: racionalidad y coherencia, libertad 
de pactos y contenido mínimo del contrato, perfección y forma del contrato. Competencia y normas específicas 
en materia de contratación pública en las entidades locales. Régimen de invalidez. Recurso especial en materia 
de reclutamiento. 

TEMA 14.- Las partes en los contratos del sector público. Órganos contratantes. El perfil del contratista. 
Capacidad y solvencia del empresario. Sucesión en la persona del contratista. Objeto, presupuesto básico de 
licitación, valor estimado, precio del contrato y su revisión. Garantías exigidas en la contratación del sector 
público. Elaboración de contratos con las administraciones públicas: expediente de contratación, cláusulas 
administrativas y prescripciones técnicas. 

TEMA 15.- Adjudicación de contratos con las administraciones públicas: reglas generales y procedimientos de 
adjudicación. Efectos de los contratos. Prerrogativas de la Administración Pública en los contratos 
administrativos. Ejecución de contratos. Modificación de contratos. Suspensión y terminación de contratos. 
Cesión de contratos y subcontratación 

TEMA 16.- Fuentes del ordenamiento jurídico local. Normativa básica del Estado y de las Comunidades 
Autónomas en materia de régimen local. La potestad normativa de las Entidades Locales: reglamentos y 
ordenanzas. Procedimiento de preparación y aprobación. La regulación orgánica. Las Bandas. 

TEMA 17.- El municipio: concepto y elementos. Territorio. Alteración de términos municipales en la legislación 
básica y autonómica. Población: padrón, derechos y deberes de los residentes. Información y participación 
ciudadana. 

TEMA 18.- Organización municipal. Régimen ordinario: Órganos necesarios: alcalde, tenientes de alcalde, pleno y 
junta de gobierno local. Órganos complementarios. 

TEMA 19.- Sistema de organización de los municipios con gran población. Ámbito de aplicación. Organización y 
funcionamiento de los órganos municipales necesarios. Gestión económico-financiera. 

TEMA 20.- Competencias municipales: sistema de determinación. Poderes propios, delegados y otros. La 
sostenibilidad financiera del erario local como presupuesto para el ejercicio de competencias. Relaciones entre 
la Administración estatal, autonómica y local: técnicas de colaboración, cooperación y coordinación en la 
normativa estatal y gallega. La transferencia y delegación de competencias de la Comunidad Autónoma de 
Galicia a las entidades locales y la encomienda de gestión. Acuerdos sobre el ejercicio de competencias y 
servicios municipales. Servicios mínimos. 

TEMA 21.- El sistema electoral local. Causas de inelegibilidad e incompatibilidad. Elección de concejales y 
alcaldes. Constitución, vigencia y terminación del mandato social. La censura y la cuestión de la confianza a nivel 
local. El atractivo electoral. Estatuto de los socios de las Corporaciones Locales: adquisición, suspensión y 
pérdida de la calidad de socio de la corporación. 

TEMA 22.- Régimen de sesiones de los órganos de gobierno local: celebración de sesiones, debates y votaciones. 
Control y supervisión del Pleno. Los minutos. El ayuntamiento abierto. Régimen de delegación. 
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TEMA 23.- Peculiaridades del procedimiento administrativo de las entidades locales. Impugnación de actos y 
acuerdos locales y ejercicio de acciones. Recursos administrativos y jurisdiccionales contra actos locales. 
Certificaciones, comunicaciones, notificaciones y publicación de acuerdos. El registro de documentos. 

TEMA 24.- Personal al servicio de las Administraciones Públicas. Clases de personal. Adquisición y pérdida de 
relación de servicio. Situaciones administrativas. 

TEMA 25.- Personal al servicio de las Administraciones Públicas: Derechos y deberes de los empleados públicos: 
Código de conducta. Horario laboral, permisos, licencias y días festivos. Derechos económicos y protección 
social. Derechos de ejercicio colectivo. 

TEMA 26.- Personal al servicio de las Administraciones Públicas: Régimen disciplinario. Incompatibilidades. 

TEMA 27.- El presupuesto general de las entidades locales: concepto y contenido, elaboración y aprobación. 
Especial referencia a las bases de ejecución presupuestaria. La ampliación del presupuesto. 

TEMA 28.- La estructura presupuestaria. Crédito presupuestario. Modificaciones de créditos: clases y 
tramitación. 

TEMA 29.- La ejecución del presupuesto de gastos e ingresos. Tipos de pagos: firmes, a justificar y anticipos de 
efectivo fijos. Gastos plurianuales. Proyectos de gasto. Gastos con financiación afectada. Régimen jurídico de las 
facturas: requisitos y presentación en el registro. 

TEMA 30.- Liquidación presupuestaria: contenido y tramitación. El crédito restante. El resultado presupuestario. 
Consolidación presupuestaria. El Presupuesto del Ayuntamiento de A Coruña: estructura y bases para la 
ejecución presupuestaria. 

TEMA 31.- Subvenciones de las entidades locales: normativa autonómica y estatal. Disposiciones comunes sobre 
subvenciones. Concesiones, órganos competentes, beneficiarios y procedimientos de concesión. Justificación y 
control financiero. Me reintegro. Infracciones y sanciones. Ordenanza municipal de bases reguladoras generales 
para la concesión de subvenciones por el Ayuntamiento de A Coruña y sus organismos públicos (BOP de 
16/08/2024) 

TEMA 32.- Régimen jurídico del sistema tributario. Principios y reglas generales del sistema tributario español. 
Los impuestos en la Ley General Tributaria: disposiciones generales. Agradecimiento de los contribuyentes. 
Impuestos locales: principios. Los recursos de las granjas locales. La potestad normativa de las entidades locales 
en materia tributaria: ordenanzas tributarias, contenido, tramitación y régimen de impugnación de actos de 
tributación y de gestión tributaria. 

TEMA 33.- La gestión, liquidación y recaudación de los recursos del erario local. Ingresos ilícitos. Gestión de 
cobro en periodo voluntario y ejecutivo. La revisión administrativa de los actos de gestión tributaria 

TEMA 34.- Recursos de los gobiernos locales: impuestos, precios públicos, contribuciones especiales, beneficios 
patrimoniales públicos no tributarios. Participación en los tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas. 
Operaciones de crédito. 

TEMA 35.- El impuesto sobre bienes inmuebles. El impuesto sobre actividades económicas. El impuesto sobre los 
vehículos de propulsión mecánica. El impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras. El impuesto sobre el 
incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana. 

TEMA 36.- Ley 2/2016, de 10 de febrero, de suelo de Galicia: objetivos y principios generales. Clases y categorías 
de suelo. Aspectos de la función urbanística. Decreto 143/2016, de 22 de septiembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia: Régimen urbanístico de la propiedad del 
suelo: principios generales. Clasificación. Suelo rústico, suelo urbano, suelo urbanizable y núcleo rural: régimen 
jurídico. 
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TEMA 37.- Intervención en la edificación y ordenación del territorio. Titulaciones de carácter urbanístico. 
Ordenanza municipal reguladora de los procedimientos de intervención y control en la ejecución de obras, 
implantación de instalaciones y actividades o servicios (BOP de 11/08/2014) 
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PARTE ESPECÍFICA

TEMA 1.- Administración Pública y Derecho. El principio de legalidad en la 
Administración. Poderes administrativos. 

Esta parte ya la hemos visto en el tema 5 de la parte común. 

Poderes regulados y discrecionales: discreción y conceptos jurídicos indeterminados. 
Límites de la discreción. Control judicial de la discreción. La desviación del poder. 

Potestad y derecho subjetivo. Clases de potestades. 

1. Potestad y derecho subjetivo: Definición y diferencias 

 Potestad: 
Es una prerrogativa atribuida a la Administración Pública por una norma jurídica, que le confiere la 
capacidad de actuar con preeminencia para cumplir sus multas. La potestad permite a la Administración 
imponer decisiones que afectan a terceros en interés general. 

 Derecho subjetivo: 
Es la facultad otorgada a una persona para exigir un comportamiento concreto de otros sujetos o de la 
Administración, destinado a satisfacer un interés propio. 

Diferencias clave entre potestad y derecho subjetivo: 

Origen: 

o La potestad emana exclusivamente de una norma. 

o El derecho subjetivo puede originarse en una norma o en una relación jurídica concreta (como 
un contrato). 

Finalidad: 

o La potestad busca proteger intereses generales. 

o El derecho subjetivo protege los intereses particulares de su titular. 

Objeto: 

o La potestad tiene un objeto genérico y abstracto (ejemplo: expropiación de bienes). 

o El derecho subjetivo tiene un objeto específico y determinado (ejemplo: derecho a cobrar una 
prestación). 

Sujeción: 

o Frente a la potestad existe una obligación general de soportarla. 

o Frente al derecho subjetivo existe un deber concreto de cumplirlo. 
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TEMA 2. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
Administraciones Públicas. Disposiciones generales. De los interesados en el 
procedimiento. La actividad de las Administraciones Públicas: normas generales de 
actuación. Términos y plazos. 

Empezamos viendo la estructura de esta ley que estudiaremos a lo largo de los temas 2 a 5, ambos incluidos. 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
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TEMA 3.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
Administraciones Públicas. Actos administrativos: concepto, elementos, clases. Forma, 
motivación. Eficacia: el principio de autotutela declarativa. Nulidad y anulabilidad. La 
revisión de los actos en vía administrativa: revisión de oficio. La declaración de lesividad 
de los actos anulables. Recursos administrativos. 

ACTOS ADMINISTRATIVOS 

1.- CONCEPTO DE ACTO ADMINISTRATIVO 

En un concepto amplio se podría entender por acto administrativo todo acto jurídico dictado por la 
Administración y sometido a derecho a Derecho Administrativo. De esta forma quedarían excluidos del concepto 
de acto administrativo la actuación no jurídica (actos materiales), los actos de los administrados y los actos 
jurídicos de la Administración que no están sujetos al derecho administrativo. 

Sin embargo este concepto amplio ha sido desestimado por la doctrina y la legislación a favor de un concepto 
más estricto. En este concepto el acto administrativo se define como cualquier declaración de voluntad, deseo, 
conocimiento o juicio, realizada por una Administración Pública en virtud de una potestad administrativa, 
distinta de la potestad reglamentaria y controlable por Juzgados y Tribunales. 

Por tanto, podemos decir que un acto administrativo es: "Aquella declaración unilateral, no normativa de la 
Administración, sometida al Derecho Administrativo". En esta definición más estricta quedan excluidos del 
concepto los reglamentos, los contratos administrativos y la actividad coactiva de la administración. 

Analizando la definición, podemos decir: 

- En contra de la teoría clásica, se entiende que el acto administrativo es algo más que una declaración de 
voluntad, siendo también la manifestación de un deseo o la emisión de un juicio. 

- Solo la Administración puede dictar actos administrativos. Será necesario, además, que tenga competencia el 
órgano administrativo que crea el acto. 

- Reglamentos y actos administrativos son diferentes, aunque provengan del mismo órgano. La Administración 
dicta el acto administrativo en el ejercicio de una potestad propia distinta de la reglamentaria. Ello implica 
diferencias entre ambos. Así, mientras el acto se agota en el momento que se ejecuta, el reglamento es norma 
jurídica y, por ello, susceptible de varias aplicaciones. 

- Por último, el artículo 1 de la Ley de Jurisdicción Contencioso- 
del orden contencioso- administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la 
actuación de las Administraciones Públ
deducir que los actos administrativos son actos de la Administración Pública sujetos al Derecho Administrativo. 

2.- NATURALEZA DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

En base al concepto del acto administrativo, vamos desarrollar cual es la naturaleza del mismo a partir de sus 
características. 
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TEMA 4.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
Administraciones Públicas. Disposiciones sobre el procedimiento administrativo común: 
Garantías procesales. Iniciación. Orden. Instrucción. 

Los principios generales y el concepto del procedimiento administrativo, realmente, no están escritos en 
ninguna ley y menos todavía, en la ley 39/2015 en donde se regula todo lo relacionado con el procedimiento 
administrativo. Podríamos decir, que los principios generales del procedimiento son en los que se basa dicho 
procedimiento y que constituyen la estructura básica de esta institución jurídica. 

De este modo, el artículo 105 de la Constitución, establece que la ley tiene que regular el procedimiento por el 
cual se producen los actos administrativos, garantizando, la audiencia del interesado cuando proceda, siendo 
esta una garantía de los ciudadanos con la relación en las Administraciones Públicas. Puede definirse el 
procedimiento administrativo, como la forma de actuar en materia administrativa y su incumplimiento puede 
llegar a invalidar el acto. El procedimiento administrativo va generando un expediente a través de su recorrido, 
figurando en dicho expediente los documentos que se van generando, normalmente escritos y que servirá de 
base para llegar a una resolución. 
Todo este proceso de generación de expedientes, es el que está regulado en el Título IV de la Ley 39/2015 que 
veremos a continuación. 

Veamos los principios generales  del procedimiento administrativo: 

El principio de contradicción 
 

El procedimiento administrativo, bien se inicie de oficio o a instancia de parte interesada, tiene, en todo caso, 
carácter contradictorio, es decir la posibilidad de que se hagan valer los distintos intereses en juego y que esos 
intereses sean adecuadamente confrontados en presencia de sus respectivos titulares antes de adoptar una 
decisión definitiva.  

En términos constitucionales estrictos, no hay procedimiento válido si no existe igualdad de oportunidades entre 
las partes en cada uno de los trámites procedimentales, esto es, si no existe un auténtico debate contradictorio 
tanto sobre los hechos como sobre su calificación jurídica. 

 
El principio de economía procesal 

Son diversos los preceptos de la LRJPAC que de forma directa o indirecta se refieren a este principio. Así, bajo el 
rótulo celeridad, el art. 75 obliga a acordar en una sólo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan 
una impulsión simultánea y no sea obligado su cumplimiento sucesivo y el 73 en el que admite la acumulación 
de varios expedientes en uno sólo cuando entre ellos guarden una conexión íntima. 

El principio "in dubio pro actione" 

El principio "in dubio pro actione" postula en favor de la mayor garantía y de la interpretación más favorable al 
ejercicio del derecho a la acción y, por lo tanto, en el sentido de asegurar, en lo posible, más allá de las 
dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento. 
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TEMA 5.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
Administraciones Públicas. Disposiciones sobre el procedimiento administrativo común: 
Finalización. Ejecución. La tramitación simplificada del procedimiento administrativo 
común. 

Seguimos con el título IV, en el tema anterior hemos visto hasta el capítulo IV, continuamos con el resto del 
título. 

TÍTULO IV: DE LAS DISPOSICIONES SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN 

CAPÍTULO V: FINALIZACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

Sección 1.ª Disposiciones generales 

Artículo 84. Terminación. 

1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la 
solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 

2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas 
sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso. 

Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores. 

1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el 
procedimiento con la imposición de la sanción que proceda. 

2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y otra 
de carácter no pecuniario pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el 
presunto responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación del 
procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la determinación de la 
indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción. 

3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para 
resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, 
siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de 
iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier acción 
o recurso en vía administrativa contra la sanción. 

El porcentaje de reducción previsto en este apartado podrá ser incrementado reglamentariamente. 

Artículo 86. Terminación convencional. 

1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de 
Derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre 
materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen 
encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que lo 
regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o 
insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin. 



TEMARIO 13 ADMINISTRATIVO C1 AYUNTAMIENTO DE LA CORUÑA (3ª PARTE) 103

TEMA 6.- Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público. De los
órganos de las Administraciones Públicas: órganos administrativos, competencias,
órganos colegiados, abstención y recusación. Los convenios.

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

Preámbulo

TÍTULO PRELIMINAR.

Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
Artículo 3. Principios generales.
Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.

CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos

Artículo 5. Órganos administrativos.
Artículo 6. Instrucciones y órdenes de servicio.
Artículo 7. Órganos consultivos.

Sección 2.ª Competencia

Artículo 8. Competencia.
Artículo 9. Delegación de competencias.
Artículo 10. Avocación.
Artículo 11. Encomiendas de gestión.
Artículo 12. Delegación de firma.
Artículo 13. Suplencia.
Artículo 14. Decisiones sobre competencia.

Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento

Artículo 15. Régimen.
Artículo 16. Secretario.
Artículo 17. Convocatorias y sesiones.
Artículo 18. Actas.
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TEMA 7.- Ordenanza reguladora de la administración digital en el Ayuntamiento de A
Coruña: Derechos y deberes de los ciudadanos en relación con la administración digital. 
Red de soporte a la administración digital. Notificaciones. Intercambio, interoperabilidad 
y acceso a datos y documentos. Servicios digitales. 

ORDENANZA REGULADORA DE LA ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA DEL AYUNTAMIENTO DE A CORUÑA  

ESTRUCTURA:  

CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES.  

Artículo 1.-  Objeto.  

Artículo 2.-  Ámbito de aplicación subjetivo.  

Artículo 3.-  Ámbito de aplicación objetivo.  

Artículo 4.-  Principios generales de la administración electrónica.  

CAPÍTULO II. DERECHOS Y DEBERES DE LA CIUDADANÍA EN RELACIÓN CON LA ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA. 

Artículo 5.-  Derechos y garantías de la ciudadanía.  

Artículo 6.-  Deberes de la ciudadanía.  

CAPÍTULO III. ACCESO A LOS SERVICIOS Y DIFUSIÓN DE LA INFORMACIÓN POR MEDIOS ELECTRÓNICOS.  

SECCIÓN I. LA SEDE ELECTRÓNICA GENERAL DEL AYUNTAMIENTO DE A CORUÑA.  

Artículo 7.-  Creación de la Sede Electrónica General.  

Artículo 8.-  Responsables y órganos competentes.  

Artículo 9.-  Contenidos y Servicios de la Sede Electrónica General.  

Artículo 10.-  Medios de Acceso a los Servicios Electrónicos  

Artículo 11.-  Formulación de Quejas y Sugerencias.  

Artículo 12.-  Operatividad de la Sede Electrónica General.  

Artículo 13.-  Otras Sedes Electrónicas.  

SECCIÓN II. LA DIFUSIÓN DE LA INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS.  

Artículo 14.-  Difusión, Acceso y Reutilización de la Información de la Administración Municipal.  

Artículo 15.-  Tablón de Edictos Electrónico del Ayuntamiento de A Coruña.  

Artículo 16.-  Publicación Oficial.  

CAPÍTULO IV. DE LA IDENTIFICACIÓN Y AUTENTICACIÓN ELECTRÓNICA.  

SECCIÓN I. IDENTIFICACIÓN ELECTRÓNICA DE LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL Y AUTENTICACIÓN DEL EJERCICIO 
DE SU COMPETENCIA.  

Artículo 17.-  Identificación de las sedes electrónicas de la Administración Municipal. 
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TEMA 8.- Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Su naturaleza, extensión y límites.
Órganos jurisdiccionales y sus competencias. Las partes: legitimación. Objeto del recurso 
contencioso-administrativo. Causas de inadmisibilidad 

LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 

La Jurisdicción Contencioso-Administrativa está regulada por la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. Su finalidad principal se encuentra establecida en el artículo 106.1 de la 
Constitución Española, que dispone: 

 El control de la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa. 

 La garantía de que la Administración actúe conforme a los fines que justifican su actuación. 

Esta jurisdicción se configura como el mecanismo esencial para fiscalizar la legalidad de la actividad 
administrativa, protegiendo los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos frente a posibles excesos o 
desviaciones del poder público. 

Cuando un ciudadano ha agotado la vía administrativa, es decir, ha interpuesto los recursos pertinentes sin 
obtener una resolución favorable, aún dispone de una vía de reclamación: el recurso ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. A través de este orden jurisdiccional, será el Poder Judicial quien resuelva el 
conflicto entre el ciudadano y la Administración. 

El orden contencioso-administrativo es uno de los cuatro órdenes jurisdiccionales que conforman el Poder 
Judicial, junto con el civil, penal y social (laboral). 

1. ÁMBITO Y EXTENSIÓN DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 

Para comprender el alcance de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, es fundamental delimitar el 
concepto de Administración Pública a efectos de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa. Según el artículo 1.2, se consideran Administraciones Públicas: 

 La Administración General del Estado. 

 Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 

 Las Entidades que integran la Administración Local. 

 Las Entidades de Derecho Público dependientes o vinculadas al Estado, a las Comunidades Autónomas o 
a las Entidades Locales. 

El artículo 1.1 de la LJCA define el ámbito de actuación de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
estableciendo que los Juzgados y Tribunales de este orden conocerán de las pretensiones que se formulen en 
relación con: 

 La actuación de las Administraciones Públicas sujeta al Derecho Administrativo. 

 Las disposiciones generales de rango inferior a la ley. 

 Los Decretos Legislativos que excedan los límites de la delegación. 

Además, conforme al artículo 1.3.a de la LJCA, también conocerán de las pretensiones relacionadas con: 
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TEMA 9.- Potestad sancionadora: Concepto y significado. Principios rectores de la
potestad sancionadora. Sanciones administrativas: concepto, naturaleza y tipos. El 
procedimiento sancionador. La autoridad sancionadora local. 

1. Introducción 

La potestad sancionadora es la facultad atribuida a la Administración Pública para imponer sanciones a aquellos 
sujetos que cometan infracciones o incumplan las normas establecidas. Esta potestad es una manifestación del 
poder coercitivo del Estado y está orientada a garantizar el cumplimiento de las normas, el orden público y la 
protección de intereses generales. 

En el ordenamiento jurídico español, la potestad sancionadora está regulada principalmente en la Constitución 
Española, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

2. Principios Rectores de la Potestad Sancionadora 

La potestad sancionadora se rige por una serie de principios constitucionales y legales que garantizan el respeto 
de los derechos fundamentales y la seguridad jurídica. Entre ellos destacan: 

 Principio de Legalidad (art. 25 CE): Ninguna persona puede ser sancionada por acciones u omisiones que 
no estén tipificadas como infracción en una norma con rango de ley. Las sanciones deben estar 
previamente establecidas y ser aplicadas conforme a la normativa vigente. 

 Principio de Tipicidad: Las infracciones y sanciones deben estar expresamente descritas en la norma. 
Este principio está íntimamente relacionado con el principio de legalidad. 

 Principio de Proporcionalidad (art. 131 LRJSP): Las sanciones deben ser proporcionales a la gravedad de 
la infracción cometida. Se deben valorar factores como la intencionalidad, la reincidencia y el daño 
causado. 

 Principio de Irretroactividad (art. 26 LRJSP): Las normas sancionadoras no pueden aplicarse 
retroactivamente, salvo que sean más favorables para el infractor. 

 Principio de Presunción de Inocencia: El infractor tiene derecho a ser considerado inocente hasta que se 
demuestre lo contrario mediante pruebas válidas. 

3. Procedimiento Sancionador 

El ejercicio de la potestad sancionadora debe seguir un procedimiento legalmente establecido para garantizar 
los derechos de defensa del presunto infractor. El procedimiento sancionador es una modalidad del 
procedimiento administrativo común, y su desarrollo se ajusta a las siguientes fases: 

 Iniciación: El procedimiento sancionador puede iniciarse de oficio por la propia Administración o por 
denuncia de particulares. En este momento, se informa al presunto infractor de los hechos que se le 
imputan. 

 Instrucción: Se recaban pruebas y se da audiencia al presunto infractor para que pueda presentar 
alegaciones y pruebas en su defensa. 

 Resolución: Una vez concluido el procedimiento, la Administración dictará una resolución en la que 
podrá imponer una sanción si se acredita la comisión de la infracción. 

 Recursos: Contra la resolución sancionadora cabe interponer los recursos administrativos 
correspondientes, y en última instancia, el recurso contencioso-administrativo ante los tribunales. 
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TEMA 10.- La responsabilidad de la Administración Pública: características. Daños
indemnizables. La acción de la responsabilidad. Especialidades del procedimiento 
administrativo en materia de responsabilidad. La responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas. La responsabilidad patrimonial de las autoridades y del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas. 

La responsabilidad patrimonial, está regulado en las mismas leyes, es un procedimiento administrativo más de 
las administraciones públicas. 

Según la información que se nos da en el Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria 
Democrática (www.gob.es/): 

Reclamación por responsabilidad patrimonial 

Consiste en solicitar una indemnización por toda lesión que los particulares sufran en sus bienes y derechos, 
salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de los servicios públicos y que el daño sea efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas y que no tengan el deber jurídico de soportarlo. 

Normativa básica: Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, artículos 91 y 92, y Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, artículos 32 a 35. 

Forma de Inicio: De oficio o por reclamación de los interesados. 

Plazo: Un año, desde que se produjo el hecho o acto que motive la indemnización o desde la manifestación de su 
efecto lesivo. 

Lugar de presentación: Cualquiera de los registros y oficinas a que se refiere el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre. 

Documentos a aportar: Todos los que estime conveniente para la defensa de su argumentación. 

Fases del procedimiento: Las generales del procedimiento administrativo, con las especialidades de los artículos 
67, 81, 91 y 92 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre. Será necesario recabar dictamen del Consejo de Estado 
cuando la cuantía sea superior a 50.000 euros. 

Plazo de resolución: Seis meses. Transcurrido dicho plazo sin resolución se podrá entender desestimada la 
solicitud de indemnización. 

Órgano competente para resolver: Corresponde al titular del Departamento o al Consejo de Ministros en los 
casos del artículo 32.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre o cuando una Ley así lo dispone. 

Recursos: Recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes o recurso contencioso-administrativo ante el 
órgano jurisdiccional que corresponda, en el plazo de dos meses (artículo 46 de la Ley 29/1998 de 13 de julio). 

Los ciudadanos tienen derecho a recurrir las decisiones de los órganos de la Administración Pública así como a 
hacer peticiones a los miembros del Gobierno o a cualquier órgano de la Administración. Para ello, tienen a su 
disposición estos instrumentos que pueden utilizar desde la sede electrónica del Ministerio. 

La responsabilidad patrimonial consiste en solicitar una indemnización de bienes y derechos a los particulares, 
cuando concurra una lesión en la que el daño sea efectivo y evaluable económicamente e individualmente, 
siempre que esta lesión sea como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. 
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TEMA 11.- El patrimonio de las Administraciones Públicas. Los bienes de las entidades
locales. Normativa aplicable. Clases. Bienes de dominio público. Bienes patrimoniales. 
Inventario de bienes. El dominio público: concepto y naturaleza. Clasificaciones. Régimen 
jurídico del dominio público: inalienabilidad, inembargabilidad, imprescriptibilidad. 
Utilización de bienes de dominio público: régimen general de autorizaciones y 
concesiones estatales. 

El patrimonio de las administraciones públicas en España se refiere al conjunto de bienes y derechos que son 
propiedad de las entidades públicas y que se utilizan para el cumplimiento de sus funciones y competencias. 
Este patrimonio incluye, entre otros, edificios, terrenos, infraestructuras, equipamiento, vehículos y otras 
propiedades tangibles e intangibles. La gestión del patrimonio de las administraciones públicas es un aspecto 
fundamental de la política pública, ya que contribuye al bienestar de los ciudadanos y al desarrollo sostenible del 
país. 

Las leyes que regulan este tema son varias, siendo las principales la Ley del Patrimonio del Estado, la Ley del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. A continuación, se 
explicarán en detalle estas leyes y su relación con el patrimonio de las administraciones públicas en España. 

La Ley del Patrimonio del Estado, aprobada en 1964, establece el régimen jurídico aplicable al patrimonio del 
Estado y sus entidades públicas. Esta ley define el patrimonio del Estado como el conjunto de bienes y derechos 
que pertenecen al Estado ya sus entidades públicas, y que están destinados al uso o servicio público. La ley 
establece también los principios generales para la gestión, conservación y aprovechamiento del patrimonio del 
Estado, así como los procedimientos para su enajenación y afectación. 

Por su parte, la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas, aprobada en 1986, regula el régimen 
jurídico aplicable al patrimonio de las administraciones públicas, es decir, de las entidades que integran el sector 
administrativo público del Estado, incluyendo a las comunidades autónomas, los ayuntamientos y otras 
entidades locales. Esta ley establece los principios generales para la gestión, conservación y aprovechamiento 
del patrimonio de las administraciones públicas, así como los procedimientos para su enajenación y afectación. 
También establece la obligación de llevar a cabo un inventario actualizado de los bienes y derechos del 
patrimonio. 

La Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, aprobada en 2015, establece el régimen jurídico aplicable al 
sector público en su conjunto, incluyendo tanto a las entidades públicas como a las empresas y entidades de 
capital público. Esta ley establece los principios generales para la gestión del patrimonio de las entidades 
públicas, incluyendo la obligación de llevar a cabo un inventario actualizado de los bienes y derechos, la 
necesidad de garantizar la conservación y aprovechamiento del patrimonio, así como los procedimientos para su 
enajenación y afectación . 

En términos generales, la gestión del patrimonio de las administraciones públicas en España se rige por los 
principios de eficiencia, transparencia y responsabilidad, y tiene como objetivo garantizar la conservación y 
aprovechamiento de los bienes y derechos de propiedad pública. Para ello, las administraciones públicas deben 
llevar a cabo una gestión adecuada de sus bienes y derechos patrimoniales, a través de la realización de 
inventarios actualizados, la adopción de medidas de conservación y mejora, la planificación y ejecución de 
inversiones, y la enajenación y afectación de sus bienes. 

La gestión del patrimonio de las administraciones públicas es una tarea de gran importancia, ya que estos 
activos son propiedad del Estado y, por lo tanto, están destinados a ser utilizados en beneficio del interés 
público. En este sentido, la administración pública está obligada a garantizar la adecuada conservación, 
mantenimiento y uso de estos bienes y derechos. 


